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 PRÓLOGO: 

A nivel histórico, “la inimputabilidad” apareció como una limitación en la 
responsabilidad penal, pero desde prácticamente su arranque se 
reflexionó que ni los enfermos mentales así como tampoco los niños 
podrían ser tratados como personas adultas y sanas mentalmente, por lo 
que se entendió en sustituir las penas para ellos, por unas medidas que 
prácticamente tendrían su control social pero con diferente sentido 
punitivo, siendo tales medidas los centros de reformatorios, manicomios, 
etc. 

Estas medidas se adoptaron en base a la doctrina clásica mediante la 
búsqueda de la “libertad de voluntad”, puesto que las razones y los 
fundamentos de consideración de culpabilidad de estos sujetos como 
autores de hechos delictivos no fueron tan evidentes como se piensa en la 
actualidad. Esta “libertad de voluntad”, se fundamenta en la capacidad de 
querer y entender los actos realizados o que está realizando y dado que 
los individuos puntualizados carecen de esa capacidad de libre actuación, 
es el pilar fundamental por el que los mismos no pueden ser considerados 
culpables de sus actos. 

 

Del mismo modo también profundizaremos sobre la figura del “indulto”, 
concepto que queda redactado por la Real Academia Española de la 
Lengua (RAE) como y cito literalmente “gracia por la cual se anula la pena 
impuesta de un delito, o se conmuta p0or otra menor”. 
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Para dar comienzo a la exposición del presente trabajo debemos conocer 
la terminología “imputabilidad o capacidad de culpabilidad”. La 
culpabilidad se fundamenta en la capacidad que posee el autor de la 
infracción penal (hecho típico y antijurídico), referente a sus facultades 
psíquicas así como el grado de madurez suficiente para poder ser 
motivado de sus actos por parte de los mandatos normativos. 

De esta forma, podemos decir que ese conjunto de capacidades o 
facultades que mencionábamos para considerar a un individuo culpable 
de una conducta típica y antijurídica se denomina “Imputabilidad”, 
conocida más recientemente como “Capacidad de Culpabilidad”. 

El diccionario de la Real Academia Española de la Lengua (RAE), se 
refiere por “inimputabilidad” como, “supuesto en el que el autor de un 
hecho antijurídico y típico queda exento de responsabilidad criminal por 
carecer de la capacidad necesaria para comprender la ilicitud del hecho o 
para dar una respuesta adecuada a dicha comprensión.” 

De tal definición se filtra que es un tamiz que sirve para extraer aquellos 
hechos antijurídicos atribuibles al autor para que consecuentemente 
responda por ellos, pero lo que debe quedar bien claro es que la persona 
que carezca de la capacidad mencionada en anterioridad, ya sea por 
padecer trastornos mentales o por no haber alcanzado la madurez 
suficiente, no podrá ser declarada culpable y por lo tanto no será 
responsable penalmente de sus actos por mucho que los mismos sean 
“típicos y antijurídicos”. 

A nivel histórico, “la inimputabilidad” apareció como una limitación en la 
responsabilidad penal, pero desde prácticamente su arranque se 
reflexionó que ni los enfermos mentales así como tampoco los niños 
podrían ser tratados como personas adultas y sanas mentalmente, por lo 
que se entendió en sustituir las penas para ellos, por unas medidas que 
prácticamente tendrían su control social pero con diferente sentido 
punitivo, siendo tales medidas los centros de reformatorios, manicomios, 
etc. 

Estas medidas se adoptaron en base a la doctrina clásica mediante la 
búsqueda de la “libertad de voluntad”, puesto que las razones y los 
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fundamentos de consideración de culpabilidad de estos sujetos como 
autores de hechos delictivos no fueron tan evidentes como se piensa en la 
actualidad. Esta “libertad de voluntad”, se fundamenta en la capacidad de 
querer y entender los actos realizados o que está realizando y dado que 
los individuos puntualizados carecen de esa capacidad de libre actuación, 
es el pilar fundamental por el que los mismos no pueden ser considerados 
culpables de sus actos. 

La capacidad de culpabilidad no es únicamente una problemática de 
facultades intelectivas y volitivas de un sujeto, ya que es algo más 
compleja, porque esas facultades de las que hablábamos se encuentran 
condicionadas por una serie de factores que deberán ser tenidos en 
cuenta como son los factores psíquicos y los factores socioculturales. 

El individuo gracias al intercambio y a la comunicación con las demás 
personas, adquirirá una serie de facultades que le ayudarán al 
conocimiento de la normativa de  la convivencia en grupo, 
estableciéndose de esta manera un complejo proceso de interacción y 
comunicación llamado “motivación”, que es en todo su conjunto la 
constitución de la esencia del elemento de culpabilidad llamada 
“Imputabilidad”, por lo que si la “capacidad” no se conllevó por falta de 
madurez, defectos psíquicos o trastorno transitorio, no podemos perorar 
de “culpabilidad”. 

Seguidamente procederemos a reflexionar sobre las causas de exclusión 
de la capacidad de culpabilidad, más conocidas como las causas de 
inimputabilidad, de la que el Derecho Penal las regula mediante la Ley 
Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal y más 
concretamente en el Título Primero “de la infracción penal”, Capítulo II “de 
las causas que eximen de la responsabilidad criminal”. 

Ciertamente, en la actualidad, si indagamos en la regulación de la 
“inimputabilidad”, el Código Penal nos redacta los artículos 19 y 20 donde 
los mismos expresan en su literal: 
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 ARTÍCULO 19 CP: 

“Los menores de dieciocho años no serán responsables criminalmente con 
arreglo a este Código. 

Cuando un menor de dicha edad cometa un hecho delictivo podrá ser 
responsable con arreglo a lo dispuesto en la ley que regule la 
responsabilidad penal del menor.” 

 

 ARTÍCULO 20 CP: 

 “Están exentos de responsabilidad criminal: 

1º. El que al tiempo de cometer la infracción penal, a causa de cualquier 
anomalía o alteración psíquica, no pueda comprender la ilicitud del hecho 
o actuar conforme a esa comprensión. 

El trastorno mental transitorio no eximirá de pena cuando hubiese sido 
provocado por el sujeto con el propósito de cometer el delito o hubiera 
previsto o debido prever su comisión. 

2º. El que al tiempo de cometer la infracción penal se halle en estado de 
intoxicación plena por el consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, 
estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos 
análogos, siempre que no haya sido buscado con el propósito de cometerla 
o no se hubiese previsto o debido prever su comisión, o se halle bajo la 
influencia de un síndrome de abstinencia, a causa de su dependencia de 
tales sustancias, que le impida comprender la ilicitud del hecho o actuar 
conforme a esa comprensión. 
3º. El que, por sufrir alteraciones en la percepción desde el nacimiento o 
desde la infancia, tenga alterada gravemente la conciencia de la realidad. 

4º. El que obre en defensa de la persona o derechos propios o ajenos, 
siempre que concurran los requisitos siguientes: 

Primero. Agresión ilegítima. En caso de defensa de los bienes se reputará 
agresión ilegítima el ataque a los mismos que constituya delito y los ponga 
en grave peligro de deterioro o pérdida inminentes. En caso de defensa de 
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la morada o sus dependencias, se reputará agresión ilegítima la entrada 
indebida en aquélla o éstas. 

Segundo. Necesidad racional del medio empleado para impedirla o 
repelerla. Tercero. Falta de provocación suficiente por parte del defensor. 

5. º El que, en estado de necesidad, para evitar un mal propio o ajeno 
lesione un bien jurídico de otra persona o infrinja un deber, siempre 
que concurran los siguientes requisitos: 

Primero. Que el mal causado no sea mayor que el que se trate de evitar. 

Segundo. Que la situación de necesidad no haya sido provocada 
intencionadamente por el sujeto. 

Tercero. Que el necesitado no tenga, por su oficio o cargo, obligación de 
sacrificarse. 

6. º El que obre impulsado por miedo insuperable. 

7. º El que obre en cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de 
un derecho, oficio o cargo. 

En los supuestos de los tres primeros números se aplicarán, en su caso, las 
medidas de seguridad previstas en este Código.” 

 

 

Expuesta la redacción de los artículos anteriores, si nos centramos en el 
artículo 20 CP, podemos extraer tres apartados de gran importancia como 
causas de exclusión de la responsabilidad penal, siendo estos apartados 
los tres primeros del citado artículo, donde tras su análisis 
comprenderemos que responden a las bases clásicas de “imputabilidad” y 
del que citaremos: 
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Las formulas reguladoras de las causas de inimputabilidad, son basadas en 
la anomalía, la enfermedad o el trastorno, pudiéndose dividir en tres 
grupos, como son: 

 

 

 

¨.

ART. 20.1 “CUALQUIER ANOMALIA 
O ALTERACIÓN PSÍQUICA 

ART. 20.2 “INTOXICACIÓN PLENA POR 
CONSUMO DE BEBIDAS ALCOHÓLICAS, 
DROGAS TÓXICAS, SUSTANCIAS 
ESTUPEFACIENTES O PSICOTRÓPICAS U 
OTRAS QUE PRODUZCAN EFECTOS 
ANÁLOGOS  O SINDROME DE 
ABSTINENCIA 

ART. 20.3 “ALTERACIÓN DE LA 
PERCEPCIÓN CON ALTERACIÓN GRAVE 
DE LA CONCIENCIA REAL” 

DISEÑO GRÁFICA PROPIO 
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FORMULAS 
PSIQUIÁTRICO- 

PSICOLÓGICAS O 
MIXTAS 

Referente a anomalías 
que producen efectos en 

la capacidad de 
comprensión o de 

actuación del sujeto. 

Requerirá de causas y 
efectos determinados. 

Ofrece mayor seguridad 
jurídica ofreciendo 

respeto al principio de 
culpabilidad. Muy 

frecuentes en Derecho 
comparado. 

FORMULAS 
PSICOLÓGICAS 

Referidas a la capacidad 
de actuación y 

comprensión del sujeto, 
sin exigencia de causa 

determinada. 

 

 

Se le critica la 
inseguridad jurídica 

que crea la mera 
alusión de pérdida de 

capacidad de 
comprender o actuar. 

FORMULAS 
BIOLÓGICAS O 
PSIQUIÁTRICAS 

Referidas únicamente a 
la enfermedad. 

No bastará padecer un 
trastorno mental, sino 

también que el trastorno 
guarde relación con el 
delito e impedir una 

resolución de voluntad 
conforme al 

ordenamiento jurídico. 

FORMULAS REGULADORAS DE IMPUTABILIDAD 

 

 

A continuación, vamos a diseccionar los tres puntos más importantes del 
mencionado artículo 20 del CP, al objeto de adquirir unos conocimientos 
más profundos sobre la materia y de los que diremos: 

* LA INIMPUTABILIDAD DE LOS ARTÍCULO 20.1 Y 20.2 DEL CP EN 
REFERENCIA A LAS ALTERACIONES PSÍQUICAS Y LOS ESTADOS DE 
INTOXICACIÓN. 

Si leemos nuevamente el artículo 20.1 del CP, en el se cita “el que al 
tiempo de cometer la infracción penal, a causa de cualquier anomalía o 
alteración psíquica, no pueda comprender la ilicitud del hecho o actuar 
conforme a esa comprensión”, destacando la terminología poco científica 
del uso por parte del Código Penal de la eximente donde no identifica 
plenamente las categorías de esas anomalías o alteraciones psíquicas. 

Del mismo modo sucede con el artículo 20.2 del CP, que expresa “El que al 
tiempo de cometer la infracción penal se halle en estado de intoxicación 

DISEÑO GRÁFICA PROPIO 
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plena por el consumo de bebidas alcohólicas, drogas tóxicas, 
estupefacientes, sustancias psicotrópicas u otras que produzcan efectos 
análogos, siempre que no haya sido buscado con el propósito de cometerla 
o no se hubiese previsto o debido prever su comisión, o se halle bajo la 
influencia de un síndrome de abstinencia, a causa de su dependencia de 
tales sustancias, que le impida comprender la ilicitud del hecho o actuar 
conforme a esa comprensión”, donde se hace recaer el acento efecto 
psicológico. 

De esta manera vamos a decir que el efecto psicológico constituye una 
perturbación de las facultades intelectuales o volitivas, donde la misma 
incide en la comprensión de la ilicitud del hecho o en la capacidad de 
orientar la conducta en la línea de esa comprensión. El artículo 21 del CP, 
es bastante claro en referencia a esto dado que entiende que si la 
perturbación es parcial, la imputabilidad no quedará anulada al completo 
pero sí disminuida, recibiendo por tratamiento el de eximente incompleta. 

Nuevamente salta a escena la crítica por el uso de las facultades 
intelectivas y volitivas para la determinación de “imputabilidad” de un 
sujeto ya que evidentemente no es razonable reducir todas las formas de 
facultades psíquicas, dado que no se puede negar que las alteraciones 
psicopatológicas de otra facultad psicológica, podrán incidir por igual en el 
comportamiento humano, sin una necesaria alteración de la inteligencia o 
la voluntad. Igualmente sucede con las alteraciones de la memoria de la 
afectividad, del pensamiento o de la misma motivación, que sin lugar a 
dudas es el auténtico motor del ser humano. 

Gracias a la ciencia de la Psiquiatría y a la Psicología se ha demostrado que 
sin duda alguna, como otras facultades psíquicas han podido influir en la 
imputabilidad de un sujeto, dato este en confrontación directa con el 
inadmisible pensamiento de que esas otras alteraciones psíquicas no sean 
tenidas en cuenta para determinar la imputabilidad de un individuo o que 
solo lo sean para el inciso de facultades intelectuales o volitivas. 

Del concepto de “imputabilidad” podemos extraer que es la consecuencia 
de un proceso de socialización, marcado desde el nacimiento y 
recorriendo toda la etapa de la vida mediante la interiorización de las 
múltiples exigencias sociales y jurídicas, donde con la consecución de 
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TERCER NIVEL 

Especial relevancia a 
las     

drogodependencias 
por grave adicción 

La imputabilidad del 
drogodependiente 

(3 niveles) 

SEGUNDO NIVEL 

Igualmente el 
síndrome de 
abstinencia o 
intoxicación 

conllevaran la 
imputabilidad del 

sujeto 

PRESUPUESTOS 
DEL EFECTO 

PSICOLÓGICO 

PRIMER NIVEL 

Exclusión total de la 
culpabilidad por 

intoxicación plena o 
síndrome de 
abstinencia 

El efecto psicológico 
en la alteración 

psíquica y su relación 
con la nosología 

psiquiátrica 

cualquier alteración del proceso socializador, afectando o no a las 
facultades intelectivas o volitivas, será tenido en cuenta a la hora de 
afirmar o negar su capacidad para ser declarado culpable en la valoración 
del juicio y podrá ser castigado por ello. 

Para el control o el tratamiento adecuado del trastorno, se tomarán las 
medidas de seguridad oportunas, donde mediante el Derecho Penal, se 
dará trascendencia a la eximente o el atenuante al trastorno de capacidad 
del individuo. 

 

De los presupuestos del efecto psicológico realizaremos un esquema que 
nos ayudará a una mejor comprensión a posteriori, siendo este: 

DISEÑO GRÁFICA PROPIO 
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» El efecto psicológico en la alteración psíquica y su relación con la 
nosología psiquiátrica. 

Tras la estructura del esquema, nos adentraremos en esta materia 
relacionada con los presupuestos del efecto psicológico del que diremos 
que: 

 

Al comienzo de nuestra exposición, se habló brevemente de la 
problemática existente respecto a las psicopatías, dado que quedó 
patente la imposibilidad de traslado al campo del Derecho Penal en lo que 
respecta a la complejidad de la imputabilidad del autor de un delito. 

Por otro lado, la rama de Psiquiatría sí que tiene presente prioritariamente 
sus conceptos, como pueden ser los diagnósticos, los tratamientos y la 
curación de la enfermedad, dado que su finalidad médica la aleja del 
ámbito jurídico penal, apreciándose la enorme diferencia con el concepto 
de imputabilidad, que le es totalmente ajeno, al menos en principio. De 
igual modo sucede con el Derecho Penal, donde le es contraproducente la 
imputabilidad de un enfermo mental dentro de la terminología 
psiquiátrica, ya que vincular a un penalista al interior del mundo 
psiquiátrico sería introducirlo sobre un mundo confuso para él, teniendo a 
modo de ejemplo cualquier terminología básica psiquiátrica como puede 
ser la “neurosis” que en el ámbito coloquial penal poseen un significado 
diferente e incluso en el origen etimológico del mismo. 

Obviamente, desde el origen y la clasificación de las enfermedades 
psiquiátricas hasta nuestros tiempos, las mismas han evolucionado tanto 
que casi no tiene similitud con las inicialmente diagnosticadas por el 
psiquiatra alemán Emil Kraepelin a las que actualmente realiza la 
Organización Mundial de la Salud (OMS). 

En mi opinión entiendo como un éxito que nuestro Código Penal español, 
se nutra de conceptos totalmente diferentes a los utilizados en nosología 
psiquiátrica, como por ejemplo los conceptos “anomalía, alteración 
psíquica o el trastorno mental transitorio”, donde científicamente son 
poco precisos, proporcionando esa escasez al Juez la posibilidad de 
inclusión de eximentes en situaciones tan diversas como el “oligofrénico 
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o el esquizofrénico paranoide”, tal y como se precia tras esta profunda 
valoración de dichos conceptos y de cómo abarcan diversas formas de 
enfermedades mentales. 

 

» La imputabilidad del drogodependiente  

Por todos es sabido que la ingesta de alcohol así como el consumo de 
drogas tóxicas inciden sobre las facultades psíquicas, considerándose de 
manera tradicional como fundamentos de imputabilidad o la capacidad de 
culpabilidad del autor de los hechos, siendo de interés no la diferenciación 
de si las drogas son legales o ilegales, sino los efectos para establecer la 
imputabilidad del individuo mediante sus facultades psíquicas. De esto se 
habrá de diferenciar sobre tres niveles que son los que se enumeran a 
continuación: 

-  Primer Nivel. La exclusión total de la culpabilidad por intoxicación plena 
o  ssíndrome de abstinencia. 

Reflejado este primer nivel en el artículo 20.2 del Código Penal, donde 
esta eximente hacer referencia a la intoxicación plena como al síndrome 
de abstinencia, a tal fin de evitar las posibles dudas surgidas con la 
anterior redacción del Código Penal donde se mencionaba la intoxicación 
plena. Esta plena exculpación dependerá del presupuesto biológico así 
como del efecto psicológico, para que al igual que en la eximente del 
artículo 20.1 del CP, “impida comprender la ilicitud del hecho o actuar 
conforme a esa comprensión.” 

-  Segundo Nivel. Igualmente el síndrome de abstinencia o 
intoxicación  c onllevaran la imputabilidad del sujeto. 

Aquí se aprecia la eximente incompleta en virtud del artículo 21.1 del 
Código Penal, donde no se cumplen todos los requisitos necesarios para 
eximir en su totalidad la responsabilidad. 

Aunque es notorio que existe relación con las alteraciones mentales, las 
intoxicaciones y el síndrome de abstinencia, verdaderamente nos 
encontramos con un problema de graduación del efecto psicológico, que 
gracias al beneficioso régimen de atenuación de la pena, nos indica que la 
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alteración psíquica deberá ser relevante y no ligera o poco importante. 

-  Tercer Nivel. Especial relevancia a las drogodependencias por grave 
adicción. 

Este tercer nivel no habla de la necesidad de que la adicción a las 
sustancias mencionadas precedentemente sean graves. Si prestamos 
atención, nos percataremos de que el efecto psicológico no es 
mencionado pero al encontrarnos ante una atenuación de imputabilidad, 
esta deberá tener algún efecto en ella, aunque sea de menor entidad que 
la eximente incompleta. Indudablemente las personas 
drogodependientes, aún sin llegar a sufrir importantes alteraciones de las 
facultades psíquicas, tienen una enorme responsabilidad motivada por su 
adicción y gravedad, en la comisión de ciertos delitos. Además existirá 
para la aplicación de la atenuante genérica, una relación causal entre la 
persona drogadicta y su grave adicción, que podrá conllevar la suspensión 
condicional de la ejecución de la pena prevista. 

Decir de las consecuencias jurídicas que para los supuestos relacionados 
con estas cuestiones y la imputabilidad de un acusado, los Jueces y 
Tribunales deberán realizar una laboriosa práctica de gestiones, donde la 
imposibilidad de aplicación de una pena no supondrá la ausencia de 
control social de los individuos o sujetos, ya que el Código Penal prevé 
mediante su artículo “20 in fine” que se aplicará para sus tres primeros 
apartados las medidas de seguridad previstas en el Título IV del Libro I 
(artículos 95 a 100). 
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CONSECUENCIAS JURÍDICAS 

 

 

 

* LA INIMPUTABILIDAD DEL ARTÍCULO 20.3 DEL CP EN REFERENCIA A LA 
ALTERACIÓN DE LA PERCEPCIÓN. 

Esta causa podemos hallarla regulada en el artículo 20.3 del Código Penal, 
donde se declara exento de responsabilidad criminal a “el que por sufrir 
alteraciones en la percepción desde el nacimiento o desde la infancia, 
tenga alterada gravemente la conciencia de la realidad”, donde el 
fundamento de la eximente se basa en la existencia de incomunicación del 
entorno social del sujeto, no pudiendo el mismo motivarse a la norma 
debido a la falta de conocimiento de la realidad que lo rodea. 

RESPECTO A INIMPUTABLES 

El Tribunal 
sentenciador, tras 

la vista de los 
informes 

facultativos, 
impondrá desde el 
principio o desde la 

ejecución de la 
sentencia, otras 

medidas no 
privativas de 

libertad de las 
señaladas en el 
artículo 96.3 CP 

Las medidas de 
internamiento no 

excederán del 
tiempo de 

duración que 
tendría la pena 

privativa de 
libertad, si el 

sujeto hubiera sido 
declarado 

responsable, 
fijando el Juez en 

sentencia ese 
límite máximo 

RESPECTO A 
SEMIMPUTABLES O 

IMPUTABILIDAD 
DISMINUIDA 

Mediante este sistema se 
prioriza la finalidad 

resocializadora y 
terapéutica, respetando 

los limites de duración de 
las penas previstas para el 

delito, suponiendo con 
ello un sistema monista o 

de única sanción en su 
fase ejecutiva, aún 
manteniéndose el 

dualismo de los 
presupuestos durante la 

fase de imposición, 
llegando a producir un 

contraste “imputabilidad-
inimputabilidad”. 

RESPECTO A INIMPUTABLES 

DISEÑO GRÁFICA PROPIO 
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Esta tipología de eximente precisa de dos elementos tales como: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ELEMENTO 
PSICOLÓGICO

(alteración grave de la 
conciencia de la 

realidad)

ELEMENTO 
BIOLÓGICO 

(alteraciones 
en la 

percepción)

ELEMENTOS

Se considerará cualquier defecto 
que suponga la disminución de las 
facultades de captación del mundo 
exterior, generalmente defectos 
físicos como la sordera, ceguera, 
autismo, etc. siempre que lo haya 
sufrido desde el nacimiento o la 
infancia ya que si el sujeto hubiese 
adquirido conocimientos y 
experiencia suficiente para conocer 
sus acciones, la eximente no será 
de aplicación en su plenitud. 

Para la declaración de 
inimputabilidad es importantísimo 
el presupuesto biológico pero 
mucho más aún la alteración grave 
de la conciencia de la realidad. 

Aquí el sujeto deberá tener 
alterada su capacidad para conocer 
las pautas de comportamiento y 
los valores predominantes de su 
entorno social. Según el Código 
Penal la inimputabilidad no se 
reduce solo a las anomalías que 
inciden en la comprensión de la 
ilicitud del hecho, sino que 
también a las alteraciones graves 
de la conciencia de la realidad. 

DISEÑO GRÁFICA PROPIO 
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Expandámonos ahora a través del artículo 19 del Código Penal, donde en 
páginas anteriores dimos una breve reseña de la redacción de su 
concepto, donde ahora lo recuperaremos para profundizar sobre ello. El 
artículo 19 del Código Penal declara en su primer aparatado la exención 
de responsabilidad criminal al menor de 18 años y en el segundo de sus 
apartados, refiere respecto a la irresponsabilidad penal del primer párrafo 
que no es absoluta, ya que un menor de 18 años podrá ser responsable 
del hecho cometido, donde la misma se encuentra regulada mediante la 
Ley Orgánica 5/2000, de 12 de enero, reguladora de la Responsabilidad 
Penal del Menor. 

Aunque el precepto no declara irresponsable al menor de 18 años, el 
Legislador sí que tiene en cuenta las peculiaridades de estos casos 
mediante el establecimiento de un régimen especial. Ya sabemos que la 
imputabilidad es el resultado de un proceso de socialización, donde el 
mismo no es estático, ni finaliza en un momento determinado así como 
tampoco se da igual entre todas las personas, pero el Legislador adopta 
mediante el conocimiento de estudios de varias ciencias, el 
establecimiento de un criterio cronológico, donde a partir de una edad 
determinada se considera la plena responsabilidad penal, salvo que dicho 
individuo sufra de algún defecto o alteración psíquica que incida en su 
imputabilidad. 

Dentro de esa evolución cronológica hay una etapa donde la 
imputabilidad puede ser susceptible de modificación, no solo por las 
facultades psíquicas intelectuales, sino también por el ambiente familiar, 
económico, social, etc, influenciadoras en este proceso con más fuerza 
que las propias facultades individuales y es ahí donde se entiende que es 
mejor la adopción de medidas educativas y correctoras de los defectos de 
socialización del menor que ha cometido un delito, en vez de una pena 
que aunque su objeto sea la reinserción social, la misma incidirá muy 
negativamente en la socialización posterior del menor de edad. 

Así el legislador, en busca de la seguridad jurídica dejó fuera de 
responsabilidad penal a los menores de 14 años, creando así un límite 
cronológico fijo para poder exigir la responsabilidad penal, donde se 
entiende que la inimputabilidad por minoría de edad es establecida hasta 
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los 14 años. 

De esta manera, un menor que se encuentre entre los 14 y los 18 años 
(edades referidas a los hechos de comisión de los delitos), podrá ser 
imputable, donde se le exigirá una responsabilidad penal mediante la Ley 
Orgánica de responsabilidad penal del menor (LORPM), pudiendo 
imponerles medidas que tendrán la consideración de penas, dado que no 
se basan en la peligrosidad del menor sino en su culpabilidad. 

Llegados a este punto, entra en juego el artículo 7.3 de la LORPM donde 
cita literalmente “para la elección de la medida o medidas adecuadas se 
deberá atender de modo flexible, no sólo a la prueba y valoración jurídica 
de los hechos, sino especialmente a la edad, las circunstancias familiares y 
sociales, la personalidad y el interés del menor, puestos de manifiesto los 
dos últimos en los informes de  los equipos técnicos y de las entidades 
públicas de protección y reforma de menores cuando éstas hubieran tenido 
conocimiento del menor por haber ejecutado una  medida cautelar o 
definitiva con anterioridad, conforme a lo dispuesto en el artículo 27 de la 
presente Ley. El Juez deberá motivar en la sentencia las razones por las que 
aplica una determinada medida, así como el plazo de duración de la 
misma, a los efectos de la valoración del mencionado interés del menor.” 

Mismamente, la imputabilidad del menor podrá ser excluida por algunas 
de las causas recogidas en el artículo 20 en sus tres primeros apartados, 
siéndole de aplicación las medidas previstas en la Ley Orgánica de 
Responsabilidad Penal del Menor, donde la citada Ley brinda al Juez de 
Menores todo un abanico de medidas al objeto de lograr una mejora 
educativa del menor, pudiendo optar para casos más graves por medidas 
de internamiento en centros cerrados, etc. 

 

Finalmente y para concluir este punto, me gustaría matizar que todas las 
categorías de la Teoría del Delito se escudan en la comisión del hecho, no 
siendo la imputabilidad una excepción. Por eso debemos decir que la 
“actio libera in causa” constituye una excepción a dicho principio porque 
considera imputable al individuo que al tiempo de cometer el hecho no lo 
era, pero si en el momento que ideó cometerlo o puso en marcha el 
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proceso causal que desembocó en la acción típica, como por ejemplo, la 
persona que se droga y se vuelve agresivo, acometiendo a las personas. 
Por eso en estos casos las acciones se cometen en un estado de 
“inimputabilidad” donde el autor antes de realizar la conducta típica, 
había iniciado el proceso causal cuando todavía era imputable. 

Esta imputabilidad se dirige a la acción u omisión precedente a la 
conducta típica, siendo la que fundamenta la exigencia de responsabilidad, 
mencionada por el Código Penal mediante las eximentes del artículo 20 y 
más concretamente en sus dos primeros apartados, relacionados con el 
trastorno mental transitorio y con los estados de intoxicación, siendo 
excluidos cuando el individuo o sujeto lo realizara con el propósito de 
cometer el delito o lo hubiera previsto. Con esto quiero decir que si la 
situación de “inimputabilidad” ha sido provocada a propósito al objeto de 
delinquir o haberlo previsto, no se podrá implorar la eximente o 
atenuante respectiva, ya que el hecho cometido deberá imputarse a título 
de dolo, dado que el sujeto utiliza una autoría mediata de sí mismo. En la 
misma línea, si el supuesto que se nos presentase fuese de comisión 
distinta o más grave aún que la que el individuo quisiese cometer esta solo 
podrá imputarse a título de imprudencia. 

 

2. EL INDULTO. 

En base a la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, 
concretamente en el Título VII “de la extinción de la responsabilidad 
criminal y sus efectos”, se aloja el Capitulo I “de las causas que extinguen 
la responsabilidad criminal”, donde el artículo 130 cita la extinción de la 
responsabilidad criminal, redactándose con el siguiente literal: 

“La responsabilidad criminal se extingue: 1.º Por la muerte del reo. 

1. º Por el cumplimiento de la condena. 

2. º Por la remisión definitiva de la pena, conforme a lo dispuesto en los 
apartados 1 y 2 del artículo 87. 

3. º Por el indulto. 

4. º Por el perdón del ofendido, cuando se trate de delitos leves 
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perseguibles a instancias del agraviado o la ley así lo prevea. El perdón 
habrá de ser otorgado de forma expresa antes de que se haya dictado 
sentencia, a cuyo efecto el juez o tribunal sentenciador deberá oír al 
ofendido por el delito antes de dictarla. 

En los delitos contra menores o personas con discapacidad necesitadas de 
especial protección, los jueces o tribunales, oído el Ministerio Fiscal, 
podrán rechazar la eficacia del perdón otorgado por los representantes de 
aquéllos, ordenando la continuación del procedimiento, con intervención 
del Ministerio Fiscal, o el cumplimiento de la condena. 

Para rechazar el perdón a que se refiere el párrafo anterior, el juez o 
tribunal deberá oír nuevamente al representante del menor o persona con 
discapacidad necesitada de especial protección. 

5. º Por la prescripción del delito. 

6. º Por la prescripción de la pena o de la medida de seguridad. 

2. La transformación, fusión, absorción o escisión de una persona jurídica 
no extingue su responsabilidad penal, que se trasladará a la entidad o 
entidades en que se transforme, quede fusionada o absorbida y se 
extenderá a la entidad o entidades que resulten de la escisión. El Juez o 
Tribunal podrá moderar el traslado de la pena a la persona jurídica en 
función de la proporción que la persona jurídica originariamente 
responsable del delito guarde con ella. 

No extingue la responsabilidad penal la disolución encubierta o 
meramente aparente de la persona jurídica. Se considerará en todo caso 
que existe disolución encubierta o meramente aparente de la persona 
jurídica cuando se continúe su actividad económica y se mantenga la 
identidad sustancial de clientes, proveedores y empleados, o de la parte 
más relevante de todos ellos.” 

Visto lo anterior, se observa como el artículo 130 del Código Penal, en su 
apartado nº 4, habla del “indulto”, donde el mismo puede ser entendido 
como una causa de extinción de la responsabilidad penal que supondrá el 
perdón de la pena, aunque no del delito, que constituye mediante su 
fundamento de equidad, oportunidad o convivencia pública la renuncia al 
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ejercicio del poder punitivo del Estado. 

A nivel histórico, el “indulto general” se muestra junto a la “amnistía” 
como una manifestación del “derecho de gracia”, que como un sueño de 
los tiempos de la Monarquía absoluta, pervive en el tiempo hasta 
nuestros actuales Estados de Derecho. 

Con una visión más político-criminal, el “derecho de gracia” es utilizado 
como un  medio para lograr la rehabilitación del condenado, corregir 
errores judiciales o rebajar el excesivo rigor de las penas impuestas 
legalmente pero en la práctica ha sido utilizado por razones de política 
tanto generales como para evitar condenas de amigos o las estimaciones 
que hayan entendido pertinentemente, sucesos estos que se llevaban a 
cabo mediante “la amnistía” porque la misma extinguía por completo la 
pena y sus efectos. 

Por todo esto, a través de “la amnistía” se producía la ruptura o el cambio 
radical de orientación del régimen político y jurídico, al igual que “el 
indulto” el cual es reconocido en la Ley de 18 de junio de 1870, donde a 
nivel general era utilizado con la misma finalidad, poseyendo igual 
amplitud que “la amnistía”. 

Todas estas medidas, la verdad que plantearon serias dificultades en sus 
definiciones ya que por ejemplo a nivel político la Constitución española 
del año 1978 prohíbe los “indultos generales” y por ende la “amnistía”. De 
esta manera, en referencia al “derecho de gracia”, solo nos queda el 
“indulto particular”, regulado en la Ley de 18 de junio de 1870, 
establecedoras de las reglas para el ejercicio de la gracia de indulto, 
modificada por la Ley 1/1988, de 14 de enero. 

Esta tipología de “indulto”, podrá ser solicitada por cualquier 
persona e igualmente por el Tribunal sentenciador “cuando de la rigurosa 
aplicación de las disposiciones de la ley resulte penada una acción u 
omisión que, a juicio del Juez o Tribunal, no debiera serlo, o cuando la pena 
sea notablemente excesiva, atendidos el mal causado por la infracción y 
las circunstancias personales del reo”, pero todo esto lo veremos más 
adelante. 
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A continuación vamos a realizar un pequeño esquema que nos facilitará la 
comprensión en lo referente a las diferencias existentes entre un “indulto” 
y la “amnistía”. 

 

 

 

 

La amnistía supone el 
perdón del delito, por lo 
que puede implicar la 

rehabilitación del 
amnistiado en derechos 

perdidos al cumplir la 
pena impuesta 

 

La amnistía afecta a una 
pluralidad 

 

La amnistía si extingue 
la responsabilidad civil 

derivada del delito 
 

La amnistía necesita 
para su otorgamiento 

una ley 

 

La amnistía extingue los 
antecedentes penales 

 

La amnistía no necesita 
sentencia firme para su 

otorgamiento 
 

La amnistía supone el 
perdón del delito y se 
extiende a todas sus 

consecuencias y 
responsabilidades legales 
(aunque estén pendientes 

de juicio) 

El indulto supone el 
perdón de la pena, por lo 

que sólo se puede 
indultar de la parte de la 
pena que no haya sido 

cumplida 

  

El indulto afecta a una 
persona concreta 

  

El indulto no extingue la 
responsabilidad civil 
derivada del delito 

  

El indulto generalmente 
necesita en su 

otorgamiento un acto 
administrativo 

  

El indulto no extingue 
necesariamente los 

antecedentes penales 
  

El indulto se otorga 
mediante sentencia firme 

  

El indulto tiene menor 
eficacia, dado que se 

limita a perdonar toda o 
parte de la pena 

impuesta y a suprimir las 
consecuencias del delito 

DIFERENCIAS ENTRE INDULTO Y AMNISTÍA 

DISEÑO GRÁFICA PROPIO 
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Tras el esquema anterior, profundizaremos en esta temática diciendo que 
el “indulto” es una atribución discrecional del Gobierno, donde se le da 
respuesta a las exigencias de oportunidades y necesidad social, buscando 
la adaptación a las condenas penales a las circunstancias de los reos que 
no pueden ser tenidas en cuenta por el Tribunal sentenciador, ya que 
cumple con sus funciones jurisdiccionales como son el sometimiento al 
principio de legalidad, que le impide atender las motivaciones externas y 
tampoco excederse respecto a las normas legales. 

Por otro lado, es el Gobierno quién aplica el “indulto” cuando lo hacen 
aconsejable las circunstancias del hecho o del condenado, sobrevenidas o 
preexistentes, al igual que también puede aplicarlo por razones políticas. 

Ya conocemos que entre el poder ejecutivo y el poder judicial, los campos 
de actuación son muy diferentes, pero es curioso como el carácter 
discrecional del “indulto” no exime de la motivación y justificación de su 
concesión e incluso de su denegación. 

La ley Orgánica 10/1995 de 23 de noviembre, del Código Penal, 
establece en su artículo 4 apartado 3, lo siguiente, “Del mismo modo 
acudirá al Gobierno exponiendo  lo conveniente sobre la derogación o 
modificación del precepto o la concesión de indulto, sin perjuicio de 
ejecutar desde luego la sentencia, cuando de la rigurosa aplicación de las 
disposiciones de la Ley resulte penada una acción u omisión que, a juicio 
del Juez o Tribunal, no debiera serlo, o cuando la pena sea notablemente 
excesiva, atendidos el mal causado por la infracción y las circunstancias 
personales del reo”. De esta redacción se puede extraer que aunque son 
ciertas las diferencias en lo que concierne al “indulto”, entre el poder 
Judicial y el poder Ejecutivo, en la práctica no es del todo así, apreciándose 
la facultad para la solicitud de la concesión de “indulto” al Tribunal 
sentenciador. 

Atendiendo a las razones de justicia, equidad o conveniencia pública, del 
artículo 2.3 de la Ley de 18 de junio de 1870 establecedora de las reglas 
para el ejercicio de la gracia de “indulto” como motivos justificativos de la 
petición de “indulto”: 
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Respecto a los “indultos”, hay que matizar que las razones de su 
fundamento son las de evitar que un condenado que se encuentre 
rehabilitado totalmente y reintegrado en la sociedad tengan el objeto de 
no cumplir una pena que ya carece de sentido y que si se llegase a aplicar 
supondrá insuperablemente un retroceso en su readaptación. 

En cuanto a la tipología de los “indultos”, estos se encuentran redactados 
en el artículo 4 de la Ley del “Indulto”, pudiéndose presentar de dos 
formas, siendo sus clases las siguientes: 

 ARTICULO 2 DE LA LEY DE 18 DE JUNIO DE 1870 
ESTABLECIENDO REGLAS PARA EL EJERCICIO DE LA GRACIA DE 
INDULTO. 

“Se exceptúan de lo establecido en el artículo anterior: 

1. º Los procesados criminalmente que no hubieren sido aún 
condenados por sentencia firme. 

2. º Los que no estuvieren a disposición del Tribunal sentenciador 
para el cumplimiento de la condena. 

3. º Los reincidentes en el mismo o en otro cualquiera delito por el 
cual hubiesen sido condenados por sentencia firme. Se exceptúa, sin 
embargo, el caso en que, a juicio del Tribunal sentenciador o del 
Consejo de Estado, hubiera razones suficientes de justicia, equidad o 
conveniencia pública para otorgarle la gracia.” 
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Dando respuesta a una de las preguntas del enunciado del presente 
trabajo, podemos indicar en cuanto a las personas que pueden solicitar el 
indulto, que la Ley reconoce la facultad a tres grupos de personas o 
instituciones, siendo estas: 

 

 

 

CLASES 
DE 

INDULTO

INDULTO TOTAL
Comprende la 

remisión de todas 
las penas a que 

hubiese sido 
condenado el reo y 

que aún no 
hubieren sido 

cumplidas 

INDULTO PARCIAL
Supone la remisión 

de alguna o 
algunas, de las 

penas impuestas, o 
de parte de ellas 

que no estuviesen 
cumplidas.

Sera reputable la 
conmutación de la 
pena al delincuente 

en otras menos 
graves

POR EL GOBIERNO DE FORMA DIRECTA

EL TRIBUNAL SENTENCIADOR DE OFICIO

A INSTANCIA DE 
PARTICULARES

DISEÑO GRÁFICA PROPIO 

DISEÑO GRÁFICA PROPIO 
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 A INSTANCIA DE PARTICULARES. 

Para este caso, debemos indagar en la Ley de 18 de junio de 1870, por la 
que se establecen las reglas para el ejercicio de la gracia de “indulto”, 
donde en base al artículo 19 se cita, “Pueden solicitar el indulto los 
penados, sus parientes o cualquiera otra persona en su nombre, sin 
necesidad de poder escrito que acredite su representación.” 

De tal definición, se entiende que no será preciso estar autorizado o tener 
poder ya que el “indulto” podrá solicitarse incluso sin el debido 
conocimiento  del penado. Esta petición de “indulto” no necesitará de la 
intervención de abogado. 

 

 E L TRIBUNAL SENTENCIADOR DE OFICIO. 

Ya conocimos en anterioridad al artículo 20 de la Ley de 18 de junio de 
1870, por la que se establecen las reglas para el ejercicio de la gracia de 
“indulto”, respaldado por los artículos 3 y 4 del la Ley Orgánica 10/1995, 
de 23 de noviembre, del Código Penal. 

La solicitud de “indulto” de este apartado atienden a situaciones muy 
habituales de imposición por imperativo legal de penas de escasa 
proporción en referencia al hecho punible o para los casos donde ha 
transcurrido un tiempo excesivo en la tramitación del proceso y se 
entiende por conveniente la reducción de la pena, de modo que no 
suponga una vulneración para el sujeto del principio de recibir un proceso 
sin dilaciones indebidas. 

 

 P OR EL GOBIERNO DE FORMA DIRECTA. 

Esta forma directa se refiere a que el Gobierno lo adoptará por iniciativa 
propia para los penados que hubieren solicitado el “indulto” tanto por los 
particulares así como por el Tribunal sentenciador. 
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En base a la Ley del “indulto”, deberemos indagar sobre los artículos 22 a 
30, que nos ayudaran al entendimiento de la regulación de la tramitación 
de las solicitudes de “indulto” y de donde se destaca que: 

- El Ministerio de Justicia, será el destinatario de las solicitudes de indulto, 
donde se cumplimentaran los expedientes y su tramitación. 

 

- Las peticiones de los particulares, se presentarán ante: 

» El Ministerio de Justicia. 

» El Tribunal sentenciador. 

Las Juntas de Tratamiento de los Establecimientos Penitenciarios, 
reconocen una modalidad especial de solicitud de “indulto” particular 
para los internos, mediante el artículo 206 del Real Decreto 190/1996, 
de 9 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento Penitenciario y el 
mismo dice: 

“1. La Junta de Tratamiento, previa propuesta del Equipo Técnico, 
podrá solicitar del Juez de Vigilancia Penitenciaria la tramitación de un 
indulto particular, en la cuantía que aconsejen las circunstancias, para 
los penados en los que concurran, de modo continuado durante un 
tiempo mínimo de dos años y en un grado que se pueda calificar de 
extraordinario, todas y cada una de las siguientes circunstancias: 

a) Buena conducta. 

b) Desempeño de una actividad laboral normal, bien en el 
Establecimiento o en el exterior, que se pueda considerar útil para su 
preparación para la vida en libertad. 

c) Participación en las actividades de reeducación y reinserción social. 

 

2. La tramitación del indulto a que se refiere el párrafo anterior se 
regulará por lo dispuesto en la vigente legislación sobre el ejercicio 
del derecho de gracia y en las disposiciones que la complementen o 
modifiquen.” 



 
D E R E C H O  P R O C E S A L  B Á S I C O  P A R A  P O L I C Í A  L O C A L  

 
Página 29 

» El establecimiento penitenciario donde se encontrará el penado. 

» Ante la Delegación o Subdelegación del Gobierno de la provincia donde 
el reo se encontrase cumpliendo condena. 

» En referencia a las peticiones iniciadas por el Tribunal Sentenciador o 
por el Gobierno, serán remitidas directamente al Ministerio de Justicia. 

 

- Los informes preceptivos, que tras la formación del expediente, serán 
remitidos al Tribunal Sentenciador, quién posteriormente lo emitirá al 
Ministerio Fiscal así como al perjudicado por el delito. El informe realizado 
por el Tribunal sentenciador no posee carácter vinculante, pudiendo el 
Gobierno decidir lo que estime oportuno (ya sea el informe favorable o 
desfavorable al “indulto” del informe del tribunal). El informe que realice 
el Tribunal sentenciador será remitido al Ministerio de Justicia junto al 
historial penal del penado y el testimonio de la sentencia. 

 

- La resolución, donde corresponderá al Consejo de Ministros mediante 
Real Decreto la concesión o la denegación del “indulto”, será 
concesionada por el Rey, en base al artículo 62 de la Constitución 
española, donde expresa: 

“Corresponde al Rey: 

a) Sancionar y promulgar las leyes. 

b) Convocar y disolver las Cortes Generales y convocar elecciones en los 
términos previstos en la Constitución. 

c) Convocar a referéndum en los casos previstos en la Constitución. 

d) Proponer el candidato a Presidente del Gobierno y, en su caso, nombrarlo, 
así como poner fin a sus funciones en los términos previstos en la 
Constitución. 

Nombrar y separar a los miembros del Gobierno, a propuesta de su 
Presidente. 
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f) Expedir los decretos acordados en el Consejo de Ministros, conferir los 
empleos civiles y militares y conceder honores y distinciones con arreglo a 
las leyes. 

g) Ser informado de los asuntos de Estado y presidir, a estos 
efectos, las sesiones del Consejo de Ministros, cuando lo estime 
oportuno, a petición del Presidente del Gobierno. 

h) El mando supremo de las Fuerzas Armadas. 
i) Ejercer el derecho de gracia  con  arreglo  a  la  ley,  que  no  
podrá autorizar i ndultos generales. 

j) El Alto Patronazgo de las Reales Academias.” 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
- La publicación, es la culminación del trámite de concesión de un 

“indulto”, mediante su publicación en el Boletín Oficial del Estado (BOE). 

- La ejecución, donde en base al artículo 31 de la Ley de “Indulto”, cita 
que, “La aplicación de la gracia habrá de encomendarse 
indispensablemente al Tribunal sentenciador.” 

RECURSO DE ALZADA 
ANTE LA SALA DE LO 

CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO DEL 
TRIBUNAL SUPREMO 

RECURSO DE SÚPLICA 
ANTE EL MISMO 

ÓRGANO 

LAS SOLICITUDES DE 
INDULTO ACORDADAS POR 
EL CONSEJO DE MINISTROS, 

SERAN RECURRIBLES 
MEDIANTE: 
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Es muy importante conocer que según la Disposición final primera de la 
Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, de reforma del Código Penal se 
obliga al Gobierno semestralmente a remitir al Congreso de los Diputados 
un informe sobre la concesión y la denegación de los “indultos”, para así 
finalizar con la arbitrariedad en la praxis gubernamental. Esta 
arbitrariedad nace dado que la potestad gubernativa se sustrae del control 
judicial, pudiendo ser contraria al criterio del Tribunal sentenciador. 

 
A través del “indulto”, la persona penada tras el perdón de la pena 
impuesta, recuperará sus derechos que le habían sido privados 
justamente mediante sentencia. 

El artículo 32 de la Ley del “Indulto” establece que, “La solicitud o 
propuesta de indulto no suspenderá el cumplimiento de la sentencia 
ejecutoria, salvo el caso en que la pena impuesta fuese la de muerte, la 
cual no se ejecutará hasta que el Gobierno haya acusado el recibo de la 
solicitud o propuesta al Tribunal sentenciador.” 

Lo que expresa este artículo 32, no será un obstáculo para que el 
solicitante del “indulto” le interese la suspensión de la pena cuando no 
hubiese comenzado su cumplimiento, dado que por lo general el “indulto” 
se solicita antes de dar comienzo a la pena y pedir la suspensión al 
Tribunal sentenciador de la ejecución hasta la resolución del “indulto”. El 
Tribunal sentenciador motivará la estimación o la denegación de la 
suspensión de la pena por solicitud de “indulto”. 

Referente al cómputo de plazos prescriptivos, el Tribunal Constitucional 
declaró que no se interrumpirán para los supuestos de suspensión de la 
pena durante la resolución del “indulto”, como se puede extraer de la 
Sentencia, STC 109/2013, DE 6 DE MAYO DE 2013, REC 2609/2012. 

Tras lo anterior, habrá de tenerse en consideración lo que se establece 
para  las penas, siendo lo más importante: 
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Si el indulto se solicita por conmutación de la pena, la 

pena impuesta será sustituida por una menos 

El indulto con pena principal llevará aparejada penas 
accesorias impuestas al penado, excepto que se excluyan 
si fuesen penas inseparables. 

 

Una pena accesoria podrá ser indultada por separado 
excepto las penas que fuesen inseparables. 

Serán incluidas en el indulto penas de inhabilitación para 
cargos públicos y derechos políticos, si estas no han 
tenido mención especial en el indulto. 

El indulto con penas pecuniarias eximirá del pago del resto 
de la multa aún no satisfecha. De lo ya pagado no se 
entiende devolución a no ser que el indulto lo diga 
expresamente. 

 

A TENER EN 
CUENTA 

RESPECTO DE 
LAS PENAS 

La concesión del indulto producirá el perdón de la pena en 
su totalidad o parcialmente al fragmento en que se refiera. 

 

 

 

En cuanto a otra tipología de responsabilidad, hemos de saber que el 
“indulto” no comprenderá la responsabilidad civil derivada de un delito, 
declarada bajo sentencia y que no se extenderá en ningún caso a las 
costas procesales. 

Tampoco comprenderán las costas procesales los “indultos” respecto a 
terceros porque estos no pueden afectar a sus derechos, al igual que en lo 

DISEÑO GRÁFICA PROPIO 
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que respecta a los delitos privados, los “indultos” no se podrán conceder 
salvo perdón otorgado por el ofendido del delito en cuestión. 

En realidad, para otra modalidad como los “indultos” con condiciones, 
debemos conocer que si estas no se cumplen, no surtirán efecto y no se 
recibirá el perdón de la pena, donde el Tribunal sentenciador deberá 
vigilar y exigir el cumplimiento de esas condiciones para la aplicación del 
“indulto”. 

Dando respuesta a otras de las cuestiones planteadas por el enunciado del 
presente trabajo, indicaremos que el principio general del artículo 1 de la 
Ley de 18 de junio de 1870 que establecen las reglas para el ejercicio de la 
gracia de “indulto”, se redacta con el siguiente literal, “Los reos de toda 
clase de delitos podrán ser indultados, con arreglo a las disposiciones de 
esta Ley, de toda o parte de la pena en que por aquéllos hubiesen 
incurrido”, con lo que se consigue dar casi plena respuesta en referencia a 
las personas que podrán ser indultadas. 

Pero ciertamente, con ello no conseguimos saldar cierta respuesta porque 
deberíamos profundizar un poco más en la citada Ley, así su artículo 2 nos 
habla de las personas que se encontrarían excluidas del “indulto”, siendo 
estas y cito textualmente: 

“Se exceptúan de lo establecido en el artículo anterior: 

1º. Los procesados criminalmente que no hubieren sido aún condenados 
por sentencia firme. 

2º. Los que no estuvieren a disposición del Tribunal sentenciador para el 
cumplimiento de la condena. 

3º. Los reincidentes en el mismo o en otro cualquiera delito por el cual 
hubiesen sido condenados por sentencia firme. Se exceptúa, sin embargo, 
el caso en que, a juicio del Tribunal sentenciador o del Consejo de Estado, 
hubiera razones suficientes de justicia, equidad o conveniencia pública 
para otorgarle la gracia.” 

En el punto 1º, verdaderamente habrá conformidad y se podrá solicitar el 
“indulto” si la sentencia fue dictada en primera o única instancia, dado 
que adquirió firmeza por no haber llegado a ser recurrida. 
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En este mismo punto 1º, si se recurrió la sentencia mediante recurso de 
casación o recurso de apelación, el “indulto” no podrá ser solicitado hasta 
la finalización de estos recursos y sus dictámenes caundo sean firmes. 

En lo referente al punto 2º, se entiende al no encontrarse a disposición del 
Tribunal, que el ignorado paradero puede ser voluntario (el penado se 
oculta para evitar su localización) o involuntario (el penado no se localiza 
por causas sobrevenidas). 

De lo escrito en el punto 3º, se puede afirmar que el Legislador siempre 
admite a trámite el “indulto” para determinados delitos, aunque el 
condenado se encuentre en alguna de las excepciones mencionadas en el 
artículo 3 “lo dispuesto en el artículo anterior no será aplicable a los 
penados por delitos comprendidos en el capítulo 11 del Código Penal” y 
estos son: 

- “Los delitos de traición, descubrimiento y revelación de secretos de la 
defensa nacional, contra el derecho de gentes y piratería.” 

 

Para finalizar, vamos a citar algunos ejemplos de indulto, donde por medio 
de la gráfica siguiente se observa como desde el año 1996 hasta el pasado 
año 2019, se han producido en nuestro país un total de 10.622 indultos. 

 

 Consultado en web civio.es 
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Visto lo anterior vamos a citar algunos de esos ejemplos, como son: 

- El Real Decreto 30/2019, de 25 de enero, por el que se indulta a doña 
Lorena Manso Bueno de “un delito de tráfico de estupefacientes, a la 
pena de tres años y ocho meses de prisión y multa de 20.000 euros.” 

- El Real Decreto 88/2019, de 22 de febrero, por el que se indulta a don 
Luis Alberto González Sanz de “un delito contra la ordenación del 
territorio, a la pena de tres años y un día de prisión, con la accesoria de 
inhabilitación especial para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo 
durante el tiempo de la condena, multa de veinticuatro meses y un día,  
con  una  cuota diaria de seis euros, e inhabilitación especial para las 
actividades de promoción y construcción inmobiliaria por tiempo de tres 
años y un día.” 

- El Real Decreto 139/2019, de 8 de marzo, por el que se indulta a doña 
Noelia Castañón González de “un delito de amenazas, a la pena de un 
año  de prisión, inhabilitación para el derecho de sufragio pasivo 
durante el tiempo de la condena, y prohibición de aproximarse a  menos 
de doscientos metros de las víctimas en cualquier lugar donde se 
encuentren, así como acercarse a su domicilio, a su lugar de trabajo y a 
cualquier otro que sea frecuentado por ellas, durante dos años.”  

- El Real Decreto 275/2019, de 12 de abril, por el que se indulta a don 
Gabriel Arenas Toboso de “un delito de robo con fuerza en las cosas, a 
la pena de     un año de prisión con accesoria de  inhabilitación  especial 
para  el ejercicio del derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la 
condena.” 

- El Real Decreto 332/2019, de 26 de abril, por el que se indulta a doña 
Yulieth Paola Ramos Martínez de “un delito de abandono de  familia, a  
la pena de  tres meses de prisión, con la accesoria de inhabilitación 
especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la 
condena.” 
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No olviden a modo de resumen que el indulto: 

 

 
 

 

 

 

 

Se regula en la Ley de 18 de 
junio de 1870 de reglas para el 
ejercicio de gracia del indulto

Puede cubrir la pena de 
manera total o parcial

No precisara de abogado

Podra solicitarse por el penado, 
sus parientes o cualquier persona 

en su nombre, el Tribunal 
Sentenciador, el Gobierno y las 

Juntas de tratamiento 
penitenciario

El artículo 130.4 CP, redacta 
las causas de exención de la 

responsabilidad penal (perdón 
de la pena no del delito)

DISEÑO GRÁFICA PROPIO 
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